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recaudatoria, contraponiendo este modelo a las rigideces propias del 
procedimiento tributario.

En cualquier caso, lo que nos muestra el análisis realizado para 
la elaboración de este Informe es un panorama en Andalucía en el que 
predomina la diversidad de modelos tarifarios y en el que se observa un nivel 
importante de confusión al mezclarse con frecuencia los procedimientos y 
las formas de gestión de ambos modelos, sin que en algunos casos se 
respeten suficientemente los límites jurídicos propios del modelo elegido.

3.4. Conclusiones

Como conclusión a todo lo expuesto, cabe decir que el debate sobre 
cuál debe ser el régimen jurídico aplicable a las tarifas del servicio de 
abastecimiento de agua, si tasa o precio privado, es un debate inacabado y 
sin visos de concluir a corto plazo.

Un debate jurídico caracterizado por la variabilidad de las posiciones 
mantenidas por la jurisprudencia, especialmente por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, como consecuencia, por un lado, de los cambios habidos 
en la regulación de normas sectoriales de especial incidencia en la materia, 
como son la legislación tributaria, la reguladora de las tasas y precios 
públicos y la reguladora de las haciendas locales y, por otro lado, por los 
posicionamientos del Tribunal Constitucional.

Se trata de un debate sobre el que a buen seguro se escribirán 
pronto nuevos capítulos y que ha dado y seguirá dando lugar a una profusa 
literatura jurídica habida cuenta las complejidades del tema tratado y la 
diversidad de posturas existente en la doctrina.

Por nuestra parte, siempre desde un espíritu constructivo y sin ánimo 
de sentar cátedra en un debate tan complejo, nos atrevemos a plantear la 
posibilidad de encauzar el tema mediante la regulación del régimen jurídico 
de las tarifas de agua en una norma con rango de ley, ya sea dedicada 
específicamente a ordenar esta cuestión o con una pretensión regulatoria 
más amplia (como podría ser el caso de la anunciada ley del ciclo integral 
del agua).
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Dicha norma debería partir de los principios constitucionales 
inspiradores del sistema tributario: igualdad, progresividad, capacidad 
económica y alcance no confiscatorio. Y posibilitar un sistema recaudatorio 
flexible en el que tuvieran cabida tanto los sistemas de recaudación pública 
basados en la normativa tributaria y gestionados por la entidad local titular 
del servicio u por otro organismo público; como sistemas de cobranza 
basados en la legislación civil y gestionados directamente por las propias las 
empresas suministradoras.

A nuestro entender, la aprobación de una ley como la propuesta, 
permitiría cumplir con el principio de reserva de ley derivado de la 
consideración de la tarifa de agua por el Tribunal Constitucional como una 
prestación pública de carácter patrimonial y posibilitaría una gestión de la 
tarifa de agua adaptada a las necesidades reales de un servicio que precisa 
de importantes dosis de flexibilidad y agilidad.

Ahora bien, en tanto no exista esta norma y mientras prosiga el debate 
entre tasa y precio privado como modelos excluyentes, debemos decir que 
la última palabra sobre cuál debe ser el modelo a aplicar le corresponde 
únicamente a la entidad local titular del servicio y dicha opción debe 
verificarse mediante la aprobación de la oportuna ordenanza municipal, ya 
se trate de una ordenanza fiscal en el caso de optar por la tasa o de una 
ordenanza ordinaria, de haber optado por el modelo de precio privado.

En cuanto a la trascendencia del debate entre tasas y precio privado 
desde la perspectiva de los derechos e intereses de las personas consumidoras 
y usuarias del servicio, debemos concluir que, si bien existen diferencias 
desde una perspectiva teórica o jurídica, en la práctica dichas diferencias 
tienen escasa trascendencia ya que son pocos los servicios que se gestionan 
con arreglo a un modelo estricto de tasa o precio privado, habiendo optado 
la mayoría de las empresas suministradoras, con el consentimiento de 
las entidades titulares del servicio, por sistemas híbridos de gestión que 
combinan las virtualidades de ambos regímenes jurídicos evitando en lo 
posible sus inconvenientes o desventajas.

Lo que si entendemos que debe evitarse es la existencia de formas 
de gestión de las tarifas que no respeten los límites propios derivados del 
modelo elegido y generen confusión en las personas usuarias o incurran 
directamente en supuestos de ilegalidad.


